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Resumen: 

El presente artículo tiene como propósito 

explicar, de manera clara y accesible para 

el público lector, tres medidas cautelares 

específicas contempladas en el Código 

Procesal Civil boliviano: la anotación 

preventiva, el embargo preventivo con 

secuestro y la intervención judicial. Estas 

herramientas procesales permiten a los 

ciudadanos proteger sus derechos ante 

posibles perjuicios económicos derivados 

de conflictos contractuales o situaciones 

jurídicas urgentes. El análisis ofrece 

definiciones, alcances y escenarios de 

aplicación para que el lector conozca 

cuándo y cómo pueden solicitarse con la 

asesoría de un profesional abogado. 

Palabras clave: medidas cautelares, 
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Es un agrado dirigirme nuevamente al 

público lector de este prestigioso medio de 

comunicación escrita. En esta 

oportunidad, desarrollo tres medidas 

cautelares civiles específicas que, por 

razones de espacio, quedaron pendientes 

en artículos anteriores. Estas medidas son 

herramientas fundamentales para proteger 

derechos patrimoniales cuando la urgencia 

del caso podría generar un perjuicio 

económico, como la pérdida de bienes 

muebles o inmuebles otorgados en 

garantía en contratos de préstamo, 

transferencia y otros. 

Su conocimiento resulta crucial para que, 

llegado el momento, el ciudadano sepa qué 

acciones solicitar a su abogado a fin de 

precautelar sus derechos mientras se 

resuelve el conflicto judicial de fondo. 

1. Anotación Preventiva (Art. 

325, Código Procesal Civil) 

El artículo 325 del Código Procesal Civil, 

en su parágrafo II, establece que la 

anotación preventiva es un registro público 

que constituye un acto de publicidad. Este 

registro no impide al titular ejercer su 

derecho sobre el bien, ni otorga 

preferencia al solicitante, pero sí alerta a 

terceros de la existencia de un conflicto o 

riesgo jurídico. 

En términos prácticos, la anotación 

preventiva se realiza en instituciones como 



 
 
 
 

Derechos Reales, la Unidad Operativa de 

Tránsito o Seprec Su ejecución requiere 

una orden emanada por una autoridad 

judicial competente. 

Esta medida se emplea para proteger los 

derechos sobre un bien específico dado 

en garantía, o incluso sobre el conjunto de 

bienes del deudor cuando el contrato no 

determina uno en particular. Es una 

herramienta eficaz para evitar 

transferencias, gravámenes o movimientos 

registrales que puedan perjudicar al 

acreedor. 

 

2. Embargo Preventivo y 

Secuestro (Art. 326, Código 

Procesal Civil) 

El artículo 326 regula el embargo 

preventivo, una medida que permite 

retener bienes del deudor para asegurar el 

cumplimiento de una obligación en dinero 

o especie. Puede solicitarse cuando: 

1. El deudor no tiene domicilio en 

territorio del Estado Plurinacional. 

2. El crédito consta en documento 

público o privado reconocido y 

carece de garantía suficiente. 

3. Un coheredero, condómino o socio 

demuestra verosimilitud del 

derecho y peligro en la demora 

respecto a bienes heredados, de 

condominio o societarios. 

4. Quien demanda reivindicación, 

división de herencia, nulidad de 

testamento, simulación u otras 

acciones reales presenta 

documentos que respalden la 

verosimilitud de su pretensión. 

5. Se demanda el cumplimiento de un 

contrato de compraventa con un 

derecho verosímil. 

Secuestro de bienes muebles y 

semovientes 

El secuestro procede cuando: 

1. El embargo no es suficiente para 

asegurar el derecho del acreedor. 

2. Es necesaria la guarda o 

conservación de bienes para 

proteger el resultado del proceso. 

3. El deudor ofrece bienes para su 

descargo. 

El juez, al ordenar el embargo o secuestro, 

designa un depositario responsable 

conforme establece la ley. Esta medida no 

procede cuando el demandado posee título 

de propiedad o posesión por más de un 

año. 

Estas medidas tienen un papel crucial para 

impedir la disposición, deterioro o 

ocultamiento de bienes mientras se 

desarrolla el proceso judicial. 

3. Intervención Judicial (Art. 

329, Código Procesal Civil) 

El artículo 329 introduce la intervención 

judicial, que puede ordenarse con 

facultades de administración o sin ellas. Se 

aplica cuando no exista otra medida 

cautelar idónea o como complemento de 

una previamente dispuesta. 

Esta intervención puede ser solicitada por 

un socio o copropietario cuando los actos 

u omisiones de los administradores o 

poseedores de los bienes de la sociedad o 

copropiedad puedan generar un grave 



 
 
 
 

perjuicio o pongan en riesgo las 

actividades propias de la entidad. 

El interventor designado por la autoridad 

judicial puede: 

 Coadministrar junto al 

administrador natural, o 

 Sustituirlo, cuando la situación lo 

amerite. 

Esta herramienta es esencial para proteger 

el patrimonio colectivo y garantizar la 

continuidad funcional de sociedades o 

copropiedades en riesgo. 

Conclusión 

Las medidas cautelares analizadas —

anotación preventiva, embargo y 

secuestro, e intervención judicial— 

constituyen mecanismos esenciales para 

preservar derechos e intereses antes y 

durante un proceso civil. Su correcta 

aplicación puede evitar pérdidas 

económicas irreparables y asegurar que la 

sentencia final pueda ejecutarse de manera 

efectiva. 

Conocer estas herramientas brinda a la 

ciudadanía una comprensión clara de las 

acciones que pueden solicitarse con la 

asesoría de un abogado, especialmente en 

situaciones urgentes donde está en riesgo 

el patrimonio personal o familiar. 
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